
Mexicali, Baja California, a diez de junio de dos mil veinticinco.

VISTOS para resolver en definitiva los autos del juicio sumario

civil, radicado bajo expediente ********* del índice de este Juzgado

Tercero de Primera Instancia de lo Familiar del Partido Judicial de

Mexicali, Baja California, que promovió ***** ******* ******** en contra

de ***** ****** ******.

RESULTANDO

PRIMERO. Presentación de la demanda. Mediante escrito que

se presentó el dos de diciembre de dos mil diecinueve, ante la

Oficialía de Partes Común de los Juzgados de Primera Instancia en

Mexicali, ***** ******* ******** demandó a ***** ****** ******.

Apoyó las prestaciones reclamadas en los hechos que relató y

en los preceptos de derecho que estimó aplicables, ofreciendo las

pruebas que estimó pertinentes, concluyendo la demanda con los

puntos petitorios acostumbrados; asimismo, adjuntó los documentos

base de la acción.

SEGUNDO. Trámite de la demanda. Mediante auto de dos de

diciembre de dos mil diecinueve, se admitió la vía y forma

propuesta, y se radicó con expediente *********, se ordenó correr

traslado y emplazar legalmente a juicio a la parte demandada, para

que dentro del término de cinco días hábiles realizara la contestación a

la demanda instaurada en su contra, con el apercibimiento de ley en

caso de no hacerlo, se señaló día y hora para la celebración de las

audiencias de conciliación y la de pruebas, alegatos y sentencia,

ordenándose la preparación de las pruebas de la parte actora que

fueron admitidas. Se ordenó dar vista al Agente del Ministerio Público,

para que manifestara lo que en su representación social y familiar



corresponda.

TERCERO. Contestación de demanda. Una vez que fue

emplazado el enjuiciado, en diligencia de veinte de diciembre de dos

mil diecinueve, por escrito de diez de enero de dos mil veinte, dio

contestación a la demanda instaurada en su contra, ofreció pruebas de

su parte y opuso las excepciones y defensas que estimó pertinentes.

CUARTO. Interrupción del procedimiento y llamamiento a

juicio de la sucesión. En proveído de dieciocho de marzo de dos mil

veintidós se dio cuenta del acta de defunción de ***** ****** ******, y en

consecuencia, se ordenó la interrupción del presente procedimiento.

Asimismo, por escrito de veintiséis de junio de dos mil veintitrés

compareció a juicio ****** ******* ****** ********, en su carácter de

albacea de la sucesión de bienes de ***** ****** ******, continuando con

su representación.

QUINTO. Celebración de audiencia. En veintisiete de febrero

de dos mil veinticuatro, se celebró la audiencia de conciliación, y la de

pruebas, alegatos y sentencia,

SEXTO. Turno a sentencia. En continuación de la audiencia

mencionada en el resultando que antecede, se turnaron los autos para

el dictado de la resolución que en derecho corresponda;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado de Primera Instancia de

lo Familiar en Mexicali, Baja California, es competente para conocer y

resolver el presente juicio, de conformidad con lo dispuesto en los

artículos 116, fracción III, de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos; 57 y 59, de la Constitución Política del Estado

Libre y Soberano de Baja California; 78 de la Ley Orgánica del Poder

Judicial del Estado de Baja California; y 160 del Código de

Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California, en virtud de



tratarse de un asunto de carácter familiar derivado de hechos que

tuvieron lugar en el ámbito territorial donde el suscrito Juez ejerce

jurisdicción.

SEGUNDO. Legitimación de las partes. De conformidad con lo

dispuesto en el artículo 1° del Código de Procedimientos Civiles, ha

lugar a analizar la legitimación que tienen las partes, por ser una

obligación de toda autoridad examinar de oficio la cuestión de que se

trata y de comprobar que quien actúa tiene interés en el derecho

controvertido. Cobra aplicación al respecto, la jurisprudencia de la

extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

cuyo rubro dispone: “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA”.

En ese tenor, tomando en cuenta que el concubinato es la unión

de hecho entre dos personas que voluntariamente deciden tener una

vida en común y cuya unión fáctica, una vez cumplidos ciertos

requisitos como no estar casados entre ellos o con otras personas,

acreditar haber cohabitado por cierto tiempo (dependiendo de cada

legislación), y/o tener hijos en común, tiene ciertas consecuencias

jurídicas, se estima que la legitimación en la causa se encuentra

acreditada, sin prejuzgar sobre la procedencia de las prestaciones

solicitadas, al comparecer quien se jacta de ello, en ejercicio a su

derecho al libre desarrollo de la personalidad, a manifestar que hizo

vida en común con su finada pareja.

Por su parte, la sucesión a bienes de ***** ****** ****** está

legitimada en el juicio en razón de las copias certificadas expedidas

por el Secretario de Acuerdos del expediente ********, relativas al

******* ***** ** ******* ********* ** ** ***** de este Partido Judicial, de las

cuales se obtiene que se nombró a ****** ******* ****** ******** como

albacea y se le discernió del cargo; copias a las que se les otorga

pleno valor probatorio de conformidad con los artículo 322 y 323 del

Código de Procedimientos Civiles.

Al respecto, resulta aplicable la tesis 1a. CCCXVI/2015 (10a.), de

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con



registro digital 2010270, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación, Libro 23, Octubre de 2015, Tomo II, página 1646, de

rubro y contenido siguientes:

CONCUBINATO. SU DEFINICIÓN Y DIFERENCIAS CON EL
MATRIMONIO. El concubinato es la unión de hecho entre dos
personas que voluntariamente deciden tener una vida en
común y cuya unión fáctica, una vez cumplidos ciertos
requisitos como no estar casados entre ellos o con otras
personas, acreditar haber cohabitado por cierto tiempo
(dependiendo de cada legislación), y/o tener hijos en común,
tiene ciertas consecuencias jurídicas, en aras de proteger a los
concubinos -durante y terminado el concubinato- y a su familia.
Ahora, si bien es cierto que el concubinato y el matrimonio son
figuras con muchas similitudes y a las cuales nuestro sistema
jurídico reconoce como fundadoras de una familia, el primero
por una unión de hecho y el segundo por un acto jurídico que
debe ser sancionado por el Estado, también lo es que,
precisamente por las diferencias en su origen, existen
distinciones en las consecuencias jurídicas de encontrarse en
uno u otro supuesto, una de las cuales es la relativa a los
regímenes patrimoniales imperantes en el matrimonio. Así, una
de las razones para optar por el concubinato puede ser el
hecho de que no se crea una relación de estado ni un
entramado jurídico de obligaciones y deberes como en el
matrimonio -o al menos, no todos-. Sin embargo, ello no implica
obviar, por supuesto, que dicha unión de hecho, al tener la
intención de formar una comunidad de vida con intención de
permanencia, lleve a crear una unidad económica, no
necesariamente jurídica, entre los concubinos.

TERCERO. Procedencia de la vía. La procedencia de la vía es

un presupuesto procesal que debe ser estudiado de oficio,

previamente a la decisión de fondo del asunto, porque de no ser la vía

idónea, no se podría decidir sobre la cuestión controvertida.

Lo anterior encuentra sustento jurídico en la jurisprudencia 1a./J.

25/2005, con registro digital 178665, emitida por la Primera Sala de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Abril de 2005,

página 576, que se transcribe enseguida:

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO
PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO
ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN
PLANTEADA. El derecho a la tutela jurisdiccional
establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de



los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que
está restringido por diversas condiciones y plazos
utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las
leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe
intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un
juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter
de presupuesto procesal que debe atenderse previamente
a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones
sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida
por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez
estaría impedido para resolver sobre las acciones
planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio,
al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de
oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento
en que deben tramitarse las diversas controversias, sin
permitirse a los particulares adoptar diversas formas de
juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la
ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la
demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que
la parte demandada la hubiere impugnado mediante el
recurso correspondiente o a través de una excepción, ello
no implica que, por el supuesto consentimiento de los
gobernados, la vía establecida por el legislador no deba
tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de
oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se
vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica
establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo
con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la
libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino
mediante juicio seguido ante los tribunales previamente
establecidos, en el que se cumplan las formalidades
esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador,
en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en
el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida
por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier
momento de la contienda, incluso en el momento de dictar
la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera
oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando
las partes no la hubieran impugnado previamente.

Del estudio que se realiza de la demanda que nos ocupa, se

determina procedente la vía sumaria civil que promueve la parte

actora, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1°, 2, 424,

925, 926 y 942 del Código de Procedimientos Civiles para esta

Entidad Federativa, en virtud de encontrarse en los supuestos de ley

para llevarse como un juicio especial.

CUARTO. Fijación de la litis. En el presente negocio judicial, el

tema a estudio se constriñe a determinar si resulta o no procedente



declarar la existencia de concubinato entre ***** ******* ******** y *****

****** ******, y en consecuencia el pago de una pensión compensatoria

de alimentos a favor de la actora, una pensión compensatoria a razón

del 50% (cincuenta por ciento) de los bienes del demandado

adquiridos durante su relación, la desocupación y separación

inmediata de ***** ****** ****** del domicilio común, así como el pago

de la cantidad de $************ *** ****** ********** *** ********** *****

****** ****** ********) por concepto e compensación por daño moral a

favor de ***** ******* ********.

QUINTO. Estudio y resolución del asunto. Agotado el estudio

constancias procesales que integran el presente juicio, se concluye

que es parcialmente procedentes las acciones promovidas por *****

******* ******** en contra de ***** ****** ******, toda vez que acreditó los

extremos de sus pretensiones conforme a la siguiente línea

argumentativa.

De conformidad con la tesis 1a. CCCXVI/2015 (10a.), de la

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, transcrita

en el cuerpo de esta resolución, se tiene que el concubinato se define

como la unión de hecho entre dos personas que voluntariamente

deciden tener una vida en común y cuya unión fáctica, una vez

cumplidos ciertos requisitos como no estar casados entre ellos o con

otras personas, acreditar haber cohabitado por cierto tiempo

(dependiendo de cada legislación), y/o tener hijos en común, tiene

ciertas consecuencias jurídicas, en aras de proteger a los concubinos -

durante y terminado el concubinato- y a su familia.

De lo anterior, se deduce que el concubinato, es una relación de

hecho entre dos personas, que se unen de forma libre y voluntaria

para tener una vida en común, materializándose una vez cumplidos los

requisitos expuestos.

Por otro lado, al resolver el amparo directo 6/2008, el Pleno de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación, señaló que el derecho al libre

desarrollo de la personalidad comprende, entre otras expresiones, la



libertad de contraer matrimonio o no hacerlo; de procrear hijos y

cuántos, o bien, decidir no tenerlos; de escoger su apariencia

personal; su profesión o actividad laboral, así como la libre opción

sexual, en tanto que todos estos aspectos son parte de la forma en

que una persona desea proyectarse y vivir su vida y que, por tanto,

sólo a ella corresponde decidir autónomamente.

Dicha ejecutoria, dio lugar a la tesis P. LXVI/2009, con registro

digital 165822, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y

su Gaceta, Tomo XXX, Diciembre de 2009, página 7, que se reproduce

enseguida:

DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA
PERSONALIDAD. ASPECTOS QUE COMPRENDE. De la
dignidad humana, como derecho fundamental superior
reconocido por el orden jurídico mexicano, deriva, entre
otros derechos personalísimos, el de todo individuo a elegir
en forma libre y autónoma su proyecto de vida. Así, acorde
a la doctrina y jurisprudencia comparadas, tal derecho es
el reconocimiento del Estado sobre la facultad natural de
toda persona a ser individualmente como quiere ser, sin
coacción ni controles injustificados, con el fin de cumplir las
metas u objetivos que se ha fijado, de acuerdo con sus
valores, ideas, expectativas, gustos, etcétera. Por tanto, el
libre desarrollo de la personalidad comprende, entre otras
expresiones, la libertad de contraer matrimonio o no
hacerlo; de procrear hijos y cuántos, o bien, decidir no
tenerlos; de escoger su apariencia personal; su profesión o
actividad laboral, así como la libre opción sexual, en tanto
que todos estos aspectos son parte de la forma en que una
persona desea proyectarse y vivir su vida y que, por tanto,
sólo a ella corresponde decidir autónomamente.

En ese sentido, tenemos que el concubinato, al ser una

institución jurídica que reconoce una situación fáctica en la que dos

personas se unen para tener vida en común y que al comparecer una

de las partes de esa relación, solicitando el reconocimiento de tal

circunstancia, lo hace en ejercicio al libre desarrollo de su

personalidad.

En el presente caso, tenemos que ***** ******* ********, refirió en

su escrito inicial que desde el *** ** ********* ** *** *** ***** ******* *



******** *** ** ********* **** ****** * ****** *** ** *** *** **** *************

*********** ** ********* ** ******* **** *** *** ****** ** *** *************** ****

*** ***, y que desde esa fecha se ostentaban como un matrimonio, que

él la apoyaba económicamente así como a su familia, que no

procrearon hijos, que tenían planes de casarse y, que cohabitaron

juntos en el mencionado domicilio hasta que el once de enero de dos

mil diecinueve, ya que por trabajo ***** ****** ****** se mudó al país de

***** ****, a donde manifiesta realizó diversas visitas al demandado;

hasta que, posteriormente el diecisiete de noviembre de dos mil

diecinueve, éste por vía telefónica le comunica que deseaba romper

su compromiso y relación.

Por su parte, al momento de dar contestación a la demanda *****

****** ****** negó la existencia de una relación de concubinato entre él

y la actora, manifestando que tenían una relación casual, que en

algunas y esporádicas ocasiones ella se quedaba en su casa como

cualquier pareja "sin compromiso alguno", sin formalidad o promesa

alguna de contraer matrimonio; que nunca hizo con ella un plan a

futuro y no tuvo ningún tipo de interés de contraer matrimonio. Que el

domicilio señalado es de su propiedad y aunque la actora se quedaba

algunos fines de semana con él, nunca le cedió la posesión jurídica ni

material de dicho inmueble.

En virtud de la oposición expresa por quien refiere la actora, tuvo

una relación de concubinato, se procede a valorar el caudal probatorio

obrante en el presente sumario, a efecto de corroborar si se acredita o

no la existencia de dicha relación entre ***** ******* ******** y ***** ******

******; siendo necesario para ello, precisar los puntos que establece la

legislación para determinarlo, como lo son:

1) No estar casados entre ellos o con otras personas;

2) Acreditar haber cohabitado por cierto tiempo, en el presente

caso, el Código Civil para el Estado prevé la temporalidad de cinco

años, según lo establecido en la fracción V, del artículo 1255; y/o

3) Tener hijos en común.



Por lo que hace al primero de estos, quedó plenamente

demostrado que ambas partes se encontraban libres de matrimonio, lo

cual se deduce de las constancias de inexistencia de registro de

matrimonio, expedidas por la Directora del Registro Civil del Estado de

Baja California, con las cuales se obtiene que durante el periodo

consultado, del año dos mil tres y veintiuno de noviembre de dos mil

diecinueve, para ***** ****** ******, y del año mil novecientos noventa y

dos hasta el veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve, para *****

******* ********, no habían contraído nupcias, documentos a los que se

concede valor probatorio pleno, de conformidad con los artículos 322 y

323 del Código de Procedimientos Civiles.

En cuanto al tercer punto, de la narración de hechos realizada

por la actora en su escrito inicial de demanda, se desprende que no

tuvieron hijos en común, ya que manifiesta que por una complicación

médica le quitaron la matriz, lo que ocasionó que no pudiera tener ya

hijos, lo cual corresponde a una confesión expresa, a la que se le

concede pleno valor probatorio en términos de los artículos 396, 398,

400 y 402 del Código de Procedimientos Civiles, por haber sido

emanada por persona capaz de obligarse, sin coacción ni violencia,

sobre hechos que reconoce y ante una formalidad de ley.

Entonces, al no haber procreado hijos en común, debe

comprobarse que ***** ******* ******** y ***** ****** ****** cohabitaron

juntos, haciendo vida en común, de manera pública, en el mismo

domicilio por la temporalidad mínima de cinco años, según lo

establecido por la legislación local (segundo punto).

Para ello, la actora ofreció una serie de pruebas, entre ellas,

copias certificadas de la constancia actuarial del veinte de julio de dos

mil veintitrés, donde se hace constar la diligencia llevada acabo el día

antes mencionado por ****** ******* ****** ******* en su carácter de

actuaria judicial adscrita al juzgado ****** ** ******** ** ** ******,

actuación que obra dentro del juicio de amparo indirecto número

********, documentos a los que se les otorga pleno valor probatorio de

conformidad con los artículos 322 y 323 del Código de



Procedimientos Civiles.

De lo anterior se desprende que al constituirse personalmente en

el domicilio ubicado en cerrada del sol número 92 del fraccionamiento

real del sol de esta ciudad, ***** ******* ******** es la persona quien la

atiende y manifiesta vivir en dicho inmueble con ***** ****** ******; de

igual manera, asienta que se entrevistó con *** ******* *** **************o

en cita, siendo el testimonio vertido por *********** ******** ******* *

******** ****** ******** ******** personas que fueron coincidente en

cuanto a que eran las partes en el presente juicio quienes habitaban el

domicilio, que es así desde dos mil nueve, y que él siempre la

presentó como su esposa ante ellas, así como en los eventos del

fraccionamiento.

Asimismo, se le otorga valor a los de los estados de cuenta

presentados por la actora, de donde se obtiene que ella y el demando

tenían una cuenta bancaria de manera conjunta, y donde manifiesta, le

realizaba depósitos a fin de apoyarla económicamente, de

conformidad con los artículos 329 y 330 del Código de

Procedimientos Civiles, con lo que se acredita el cumplimiento a los

deberes de asistencia y cuidado mutuo, en el aspecto económico; sin

que se haya ofrecido pruebas en contrario, tendente a acreditar que

dicha cuenta fue abierta con fines distintos o con un propósito en

especifico.

De igual manera, se suma, que los testigos ofrecidos por la parte

actora, ****** ******* ********* ****** ***** ****** ***** ***** ***** ******

******* * ***** ****** ********* *******, depusieron que ***** ******* ********

y ***** ****** ******, eran pareja como un matrimonio, que vivieron

juntos en el domicilio ubicado en Cerrada **** *** *** ****** ** **

*************** **** *** *** de esta ciudad, ***** *** *** ***** ***** que él se

fue a vivir a ***** ****, en dos mil diecinueve, asimismo que tenían

planes para ******* ** ** *** *** *** *****e; testimonios a los cuales se les

otorga valor en términos del artículo 413 del Código Adjetivo Civil, al

ser uniformes y contestes en su declaración, y no se advierte que se

hayan conducido con dolo o mala fe.



Refuerza el dicho de la actora, respecto a que ella y el

demandado tenían la intención de formalizar aun mas su relación

contrayendo matrimonio, el informe rendido por el apoderado legal de

la moral "***** *** *** ****** ** ** **** ** ***.", en donde informa que en

sus archivos obra un formato, del cual adjunta copia, a nombre de *****

******* **** ** ****** ********** ***** * ********** ** ** ** ***** ** *** ***

******* **** ** **** ** **** ** ********* ********** *** ***** ****** *** *********

*** *** ** ************ ** ******, informe al que se le otorga valor

probatorio de conformidad con los artículos 318, 319 y 404 del

Código de Procedimientos Civiles para el Estado.

Asimismo, se toma en cuenta el acumulo de fotografías, copias

simples de correos electrónicos y conversaciones telefónicas

intercambiados por las partes, así como la inspección judicial ofrecida

y desahogada en audiencia de veinticinco de abril de dos mil

veinticinco, pruebas que adminiculadas con el resto del caudal

probatorio, y valoradas bajo las reglas de la lógica, la sana crítica, la

experiencia y conforme al sistema de valoración racional de la prueba,

se le concede valor de conformidad con el artículo 414 del Código

Procesal Civil.

Sirva de apoyo la tesis II.2o.A.13 K (11a.) con número de

registro digital 2030329 emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en

Materia Administrativa del Segundo Circuito, publicada en el

Semanario Judicial de la Federación el viernes 09 de mayo de 2025,

que a la letra dice:

COPIAS FOTOSTÁTICAS SIN CERTIFICAR. SU VALOR
PROBATORIO EN EL AMPARO INDIRECTO QUEDA AL
PRUDENTE ARBITRIO DEL JUZGADOR BAJO LAS
REGLAS DE LA LÓGICA, LA SANA CRÍTICA, LA
EXPERIENCIA Y CONFORME AL SISTEMA DE
VALORACIÓN RACIONAL DE LA PRUEBA.

Hechos: En un amparo indirecto el Juzgado de
Distrito consideró, bajo su prudente arbitrio, que las copias
simples eran indicios insuficientes para demostrar los
hechos que pretendía el oferente, porque conforme a la
naturaleza de la reproducción y los avances de la



tecnología, era posible que no correspondieran a un
documento realmente existente, sino a uno prefabricado o
manipulado. Contra esa resolución la parte quejosa
interpuso recurso de revisión en el que argumentó que era
incorrecto no otorgarles valor probatorio, pues al no existir
prueba en contrario, dichas consideraciones resultaban
ofensivas y lastimosas.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito
determina que en amparo indirecto el valor probatorio de
las copias fotostáticas sin certificar queda sujeto al
prudente arbitrio del juzgador bajo las reglas de la lógica,
la sana crítica, la experiencia y conforme al sistema de
valoración racional de la prueba.

Justificación: En los juicios de amparo indirecto son
admisibles toda clase de pruebas, excepto la confesional
por posiciones. Sin embargo, como en todos los demás
procesos judiciales, la prueba por excelencia es la
documental, ya que cumple con la función de representar
los hechos base de la controversia a través de su
contenido. El Código Federal de Procedimientos Civiles
abrogado, en su libro primero "Disposiciones generales",
título cuarto "Prueba", capítulo IX "Valuación de la prueba",
de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, en los
artículos 197 al 218 adoptó como método procesal el
sistema mixto para la valuación de la prueba, conforme al
cual el tribunal goza de la más amplia libertad para: a)
hacer el análisis de las pruebas rendidas; b) determinar su
valor, unas enfrente de las otras; y c) fijar el resultado final
de esa valuación contradictoria (prudente arbitrio judicial).
Esto, a no ser que la ley fije las reglas para hacer esta
valuación observando, respecto de cada tipo de prueba, lo
establecido en dicho capítulo. En relación con las pruebas
fotográficas, taquigráficas y otras aportadas por los
descubrimientos de la ciencia, el valor quedará al prudente
arbitrio judicial. Ello supone el deber de atender a los
hechos que con ellas se pretende probar y a los demás
elementos probatorios que obren en autos, a fin de
establecer como resultado de una valuación integral y
relacionada de todas las pruebas, el verdadero alcance
probatorio que debe otorgárseles. Las fotografías (de
personas, lugares, edificios, construcciones, papeles,
documentos y objetos de cualquier especie) constituirán
prueba plena si contienen la certificación correspondiente
que acredite el lugar, tiempo y circunstancias en que
fueron tomadas y la expresión "que corresponden a lo
representado en ellas". La facultad para apreciar
libremente y en conciencia las pruebas aportadas por las
partes debe someterse a las reglas de la lógica, la sana
crítica, la experiencia, el criterio racional o el criterio
humano. El juzgador no puede suponer un hecho no
probado, ni adulterar los que aparecieren de autos, lo que
permite, en términos del artículo 2o. de la Ley de Amparo,
acudir a los principios generales del derecho, entre los que



son relevantes: 1) el de buena fe procesal, conforme al
cual las partes deben exponer los hechos con veracidad,
no ofrecer pruebas inútiles o innecesarias, no omitir o
alterar maliciosamente los hechos esenciales a la causa y
no obstaculizar ostensible y reiteradamente el
desenvolvimiento normal del proceso; 2) el ontológico del
desarrollo natural de las cosas, conforme al cual lo
ordinario se presume y lo extraordinario se debe probar; 3)
el lógico, conforme al cual debe dilucidarse a quién
corresponde la carga probatoria cuando existen dos
asertos: uno positivo y otro negativo; y en atención a este
principio, por la facilidad que existe en demostrar el aserto
positivo, éste queda a cargo de quien lo formula y libera de
ese peso al que expone una negación, por la dificultad
para demostrarla; y 4) el de disponibilidad de la prueba
(carga dinámica de la prueba), conforme al cual la carga
probatoria se traslada a la parte que disponga del medio
de convicción y pueda aportarlo (facilidad y disponibilidad),
para evidenciar la verdad de los hechos y resolver de
manera justa la cuestión planteada.

Asimismo, abunda a lo anterior la tesis de jurisprudencia 2a./J.

32/2000, con número de registro digital 192109 emitida por la Segunda

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XI, de Abril de

2000, página 127, que a continuación se transcribe:

COPIAS FOTOSTÁTICAS SIN CERTIFICAR. SU VALOR
PROBATORIO QUEDA AL PRUDENTE ARBITRIO
JUDICIAL COMO INDICIO.

La jurisprudencia publicada en el Semanario Judicial
de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, Volumen II,
página 916, número 533, con el rubro: "COPIAS
FOTOSTÁTICAS. SU VALOR PROBATORIO.", establece
que conforme a lo previsto por el artículo 217 del Código
Federal de Procedimientos Civiles, el valor de las
fotografías de documentos o de cualesquiera otras
aportadas por los descubrimientos de la ciencia, cuando
carecen de certificación, queda al prudente arbitrio judicial
como indicio. La correcta interpretación y el alcance que
debe darse a este criterio jurisprudencial no es el de que
las copias fotostáticas sin certificar carecen de valor
probatorio, sino que debe considerarse que dichas copias
constituyen un medio de prueba reconocido por la ley cuyo
valor queda al prudente arbitrio del juzgador como indicio.
Por tanto, no resulta apegado a derecho negar todo valor
probatorio a las fotostáticas de referencia por el solo hecho
de carecer de certificación, sino que, considerándolas
como indicio, debe atenderse a los hechos que con ellas
se pretende probar y a los demás elementos probatorios



que obren en autos, a fin de establecer como resultado de
una valuación integral y relacionada de todas las pruebas,
el verdadero alcance probatorio que debe otorgárseles.

El anterior caudal probatorio, con base a una protección

reforzada del derecho de familia, se estima que hay elementos aptos y

suficientes para tener por acreditado que ***** ******* ******** y *****

****** ****** cohabitaron haciendo vida en común como familia del año

dos mil nueve al once de enero de dos mil diecinueve, cuando éste se

muda a ***** ****, además de encontrarse libres de matrimonio en el

periodo descrito.

Por ende que deba reconocerse judicialmente el

concubinato que existió entre ellos.

Conclusión que encuentra respaldo jurídico en la tesis 1a.

VI/2015 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de

la Nación, con registro digital 2008255, publicada en la Gaceta del

Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Enero de 2015, Tomo I,

página 749, de rubro y contenido siguientes:

CONCUBINATO. SU RECONOCIMIENTO EN EL
DERECHO MEXICANO SE DERIVA DEL MANDATO DE
PROTECCIÓN A LA FAMILIA ESTABLECIDO EN EL
ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, PUES
LO QUE SE PRETENDE ES RECONOCER Y PROTEGER
A AQUELLAS FAMILIAS QUE NO SE CONFORMAN EN
UN CONTEXTO MATRIMONIAL. Esta Primera Sala
advierte que el legislador mexicano ha optado por regular a
las parejas de hecho, es decir, aquellas parejas que
mantienen una relación estable y continuada pero que han
preferido no sujetarse a un régimen matrimonial, bajo la
figura del concubinato. Por tanto, es claro que la legislación
civil y familiar de nuestro país se ha decantado por
reconocer efectos jurídicos concretos a una relación en la
que no existe una declaración expresa y formal de voluntad
para formar una vida en común -como la que existe en el
matrimonio-, pero que en la realidad constituye una unión
fáctica de dos personas que en última instancia conforma
una familia en el sentido más amplio de la palabra. Ahora
bien, es importante destacar que el hecho de que el
legislador haya reconocido efectos jurídicos a este tipo de
uniones de hecho, caracterizadas principalmente por un
grado de estabilidad relevante, se deriva de un mandato



constitucional establecido en el artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
consistente en la protección de la organización y desarrollo
de la familia, pues lo que se busca evitar son situaciones
de injusticia o desprotección sobre aquellas personas que
si bien conforman una familia, no lo hacen en un esquema
matrimonial. Así, es claro que el concepto constitucional de
familia no puede ser interpretado desde un punto de vista
restrictivo y centrado exclusivamente en familias formadas
en un contexto matrimonial, sino que dicho concepto debe
ser entendido desde una perspectiva más amplia,
debiéndose incluir en él las situaciones de convivencia
ajenas al matrimonio que desarrollan los mismos fines que
éste y que, por lo tanto, deben recibir los mismos niveles
de protección.

Ahora, en cuanto a las prestaciones solicitadas respecto a una

pensión compensatoria de alimentos de al menos el 30% del sueldo

y demás prestaciones del demandado y la de una compensación

económica que comprenda el 50% de todos lo bienes adquiridos por

***** ****** ****** durante la relación de concubinato.

Sobre lo anterior debe decirse, que se trata de dos instituciones

distintas con efectos complementarios y no excluyentes, pues la

primera se materializa sobre los ingresos líquidos del deudor, y la

otra sobre los bienes adquiridos durante la vigencia del

concubinato obtenidos con el trabajo conjunto de la familia,

convergen en amplio sentido, en cuanto a su finalidad; por ello, es

pertinente invocar un precedente emitido por la Suprema Corte de

Justicia que es toral para el entendimiento de la pensión

compensatoria dentro del sistema jurídico mexicano.

Este es el amparo directo en revisión ********, resuelto por la

Primera Sala del Alto Tribunal, en la que, al estudiar el fondo, en un

primer apartado analizó la institución de la pensión alimenticia en

relación con el derecho fundamental a un nivel de vida digno,

determinándose en qué supuestos debe surgir esta obligación entre

los particulares en aras de asegurar la plena vigencia del mencionado

derecho; posteriormente, en un segundo apartado, estudió

propiamente la naturaleza y alcances de la figura de la “pensión



compensatoria” en los casos de divorcio, o terminación del

concubinato en el presente caso, como parte de las obligaciones

alimentarias derivadas del derecho de familia; y finalmente, en un

tercer apartado, examinó -en particular- la legislación civil en el Estado

de ********* ** ****** * ** *** de las consideraciones expuestas en los

apartados anteriores, buscando determinar si la misma cumple con los

estándares requeridos por la propia Primera Sala para asegurar la

plena eficacia tanto del derecho fundamental a un nivel de vida

adecuado como del derecho a la igualdad y no discriminación.

Lo que aquí interesa, ya que es de suma importancia para

determinar el análisis de la acción que nos ocupa, es el segundo

apartado, esto es, la naturaleza y alcances de la pensión

compensatoria en los casos de divorcio, como parte de las

obligaciones alimentarias derivadas del derecho de familia.

Sobre el particular en dicha resolución, la Corte señaló, a la letra,

lo siguiente:

“**** ** ********** ** ** ******** ********* ** ******* ** *********

************ *********** ** ** *********** ** ******* **** ******** **** *** ******

********** **** ***** ** *** ********** *********** ** ****** * ** ***** ** ****

******** ** ******* ******* *** *** ***** ****** ** ********** *************** ****

******* ** *** ****** * ******** ********** **** ***** ***.

** **** ******** ** **** *** *** ** *** ********* *** *** *** ***** **

********** ** *** ********* *** *** ********** ** ********** * ************ ***

******** **** ******* ** ******* **** ********** ******** * ************ *

*********** ********* * ******* *** ***** *********** ** ** ********** *** *******

************ ** **** **************** ** ******** ** ****** ** ********

*************** ****** ** ** *********** ** ******* **** ** ** ******* *************

**** ******* ***********.

** ******* **** ******* **** ******** *** ** ******* ************* ***

************* ********* *** ** ********** **** ** ***** ** ********** * ** ****** **

**** **************** ** ********* *********** *********** ******* ** *********** *



** ******** ********** ** *** ****** ** ************* *** ***** * ******* ** ***

****** *** ****** **** ********** ****** **** *** ***** ** *********** * ** ***** ***

*********** ********** ********** ******* ** ****** *** **** ** ********** * *** ***

*** ** *** ******** **** ******** **** **** ** *********** ******** *** *** *******

****** ******* ******** *******.

*** *** ****** ** ******** *** * ********** ** ** ********** ** ********* ***

****** ** *** ******** *********** * ** ************ ** **** **** ** ******

********* ** ********** ** *** ******* ** *********** * ********** ****** ** **

******* ** ******* ************* ********* ** ***** ** *** ** ** ***** *****

*********** **** ************ ******** *** ************* ********* *** *****

*********** ***** *** ******** ** ******* ** ********** ** ******* ***********.

************** **** ********* ** ** ******** ********* ******* ** ********

*** ********** *** ******** ** ********** ********* * ********** *** ***** ***

****** * ******** ********** **** ****** *** *********** ** ** **** ** ***** *

********** *** ***** **** ** *********** ** *** ***** *** *********** *** ********

** ***** ******** ******* ****** ** *** *********** ********** ** ******* **** ***

*** ** *** ******** ******* ** ****** ****************** * *** ******* ********** *

** ******* ** *** ****** ******** *** ***** ** **** ******* ***** ** ********** **

************ *** ******** *********** **** ** ************ ** ** *******.

As** ** ***** ****** ** ***** *** ** ******* ** ** *********** ********

****** ** ************* ********* *** ****** ** ******* *** ** ******

****************** * *** ******* *** ***** * ** ******* ** *** ***** ** *** *********

** *********** **** ** ******** ** ** ********** ******** ** ******* ********* * ***

********* ********** *** ** ********** ******* ** ******** ******* * ********** **

****** ****** ** ******** * ******** ******** ************* *** ** ******* **** **

************ ** ******* ** ***** *******.

*** ** ********* * ********* ** ***** ************* ******** ** *********

*********** ** *********** ****** **** *** ***** ** ********** ** ***** *** *******

************* ******** ** **** ******** ** *** ************** ************ ** ****

**** ********* ** ********** *** ******* *********** ******* * *** ** *** ********

** *** ********* ** ********** ********* *** ** ****** ********* ****** ** **

********* **** ******* ** *** ****** *********** **** ******** *** *********** **



***************** ** ****** ** ****** * ** ***** ** **** ********* ** *** ********

*** ** ***** ********* *************.

** **** ******** ** ** *********** ** ** ******* ************* ** *********

****** * ** ************* *** ******* ******** ** ********* * ** ***** **

************ ** **** ** *** ******* ** ****** *** **** ** ********** ***** ********

******** ********* *********** *********** ************** * ** ******* ** **

********** *** ********** ** *********** ** *********** ******* **** ********* **

***** *** ** ***** ********** ** ******* ** **** ** ** ******* *************.

** **** ******* **** ** ** ** ******** **** ******* **** ** **********

********** ** ******* ************* ** ***** *** ********** ** ******* *****

******** ** ******* *********** **** ******** *** *************** ** ** ********

******* ** *** ** ****** ** ***** **** ************ *** **** ******** *** ********

***** ***** ********* **** *** ***** ** *** ******** ********* *** ****** **

******** ** ** ******* ** ** ****** ** ********* * ************* ** ********* ** ***

****** *********** **** ** ************

Por tanto, podemos concluir que la imposición de una pensión

compensatoria en estos casos no se constriñe sencillamente a un

deber de ayuda mutua, sino que además tiene como objetivo

compensar al cónyuge que durante el matrimonio se vio

imposibilitado para hacerse de una independencia económica,

dotándolo de un ingreso suficiente hasta en tanto esta persona se

encuentre en posibilidades de proporcionarse a sí misma los

medios necesarios para su subsistencia.

En efecto, esta Primera Sala considera que por regla general la

pensión compensatoria debe durar por el tiempo estrictamente

necesario para corregir o reparar el desequilibrio económico entre la

pareja y, por tanto, para que el cónyuge acreedor se coloque en

posición de proporcionarse a sí mismo los medios necesarios para su

subsistencia, sin perjuicio de los supuestos de cese de la obligación de

alimentos establecidos en la legislación civil o familiar. Sin embargo,

se reconoce que podrán existir determinadas situaciones

extraordinarias en las que podrá decretarse una pensión



compensatoria vitalicia a favor del cónyuge acreedor, en virtud de que

por su edad, estado de salud o la propia duración del matrimonio le

sea imposible obtener por sí solo los medios suficientes para su

subsistencia. Lo anterior, pues se busca evitar que éste caiga un

estado de necesidad extrema que afecte su dignidad como persona y

haga nugatorio su derecho de acceso a un nivel de vida adecuado.

Así las cosas, una vez que se haya decretado procedente el

pago de una pensión compensatoria bajo los estándares ya

mencionados, los jueces de lo familiar deberán atender a las

circunstancias de cada caso concreto para determinar el monto y la

modalidad de la obligación. Al respecto, deberán tomar en

consideración elementos tales como el ingreso del cónyuge deudor;

las necesidades del cónyuge acreedor; nivel de vida de la pareja;

acuerdos a los que hubieran llegado los cónyuges; la edad y el estado

de salud de ambos; su calificación profesional, experiencia laboral y

posibilidad de acceso a un empleo; la duración del matrimonio;

dedicación pasada y futura a la familia; y en general cualquier otra

circunstancia que el juzgador considere relevante para lograr que la

figura cumpla con los objetivos anteriormente planteados”.

Tomando en consideración la premisa delimitada por este

precedente, tenemos que la acción de pensión compensatoria se

constituye por los siguientes elementos:

1. Encuentra su razón de ser en un deber tanto asistencial como

resarcitorio derivado del desequilibrio económico que suele

presentarse entre los cónyuges al momento de disolverse el

vínculo matrimonial;

2. Que el presupuesto básico para que surja la obligación de pagar

una pensión compensatoria consiste en que, derivado de las

circunstancias particulares de cada caso concreto, la disolución

del vínculo matrimonial coloque a uno de los cónyuges en una

situación de desventaja económica que en última instancia incida

en su capacidad para hacerse de los medios suficientes para

sufragar sus necesidades y, consecuentemente, le impida el



acceso a un nivel de vida adecuado;

Razonamiento que encuentra sustento jurídico en la tesis

deducida del precedente judicial aludido, con número 1a.

CCCLXXXVII/2014 (10a.), con registro digital 2007988, suscrita por la

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 12,

Noviembre de 2014, Tomo I, página 725, que se reproduce enseguida:

PENSIÓN COMPENSATORIA. LA OBLIGACIÓN DE
PROPORCIONARLA ES DE NATURALEZA DISTINTA A
LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA QUE SURGE DE LAS
RELACIONES DE MATRIMONIO, PUES EL
PRESUPUESTO BÁSICO PARA SU PROCEDENCIA
CONSISTE EN LA EXISTENCIA DE UN DESEQUILIBRIO
ECONÓMICO. Esta Primera Sala advierte que en el caso
del matrimonio, la legislación civil o familiar en nuestro país
establece una obligación de dar alimentos como parte de
los deberes de solidaridad y asistencia mutuos. Así, en
condiciones normales, la pareja guarda una obligación
recíproca de proporcionarse todos los medios y recursos
necesarios para cubrir las necesidades de la vida en
común y establecer las bases para la consecución de los
fines del matrimonio. Sin embargo, una vez decretada la
disolución del matrimonio esta obligación termina y podría,
en un momento dado, dar lugar a una nueva que responde
a presupuestos y fundamentos distintos, la cual
doctrinariamente ha recibido el nombre de "pensión
compensatoria", aunque en la legislación de nuestro país
se le refiera genéricamente como pensión alimenticia. En
efecto, se advierte que a diferencia de la obligación de
alimentos con motivo de una relación matrimonial o de
concubinato, la pensión compensatoria encuentra su razón
de ser en un deber tanto asistencial como resarcitorio
derivado del desequilibrio económico que suele
presentarse entre los cónyuges al momento de disolverse
el vínculo matrimonial. En este sentido, esta Primera Sala
considera que el presupuesto básico para que surja la
obligación de pagar una pensión compensatoria consiste
en que, derivado de las circunstancias particulares de cada
caso concreto, la disolución del vínculo matrimonial
coloque a uno de los cónyuges en una situación de
desventaja económica que en última instancia incida en su
capacidad para hacerse de los medios suficientes para
sufragar sus necesidades y, consecuentemente, le impida
el acceso a un nivel de vida adecuado. Por tanto, podemos
concluir que la imposición de una pensión compensatoria
en estos casos no se constriñe sencillamente a un deber
de ayuda mutua, sino que además tiene como objetivo



compensar al cónyuge que durante el matrimonio se vio
imposibilitado para hacerse de una independencia
económica, dotándolo de un ingreso suficiente hasta en
tanto esta persona se encuentre en posibilidades de
proporcionarse a sí misma los medios necesarios para su
subsistencia.

Asimismo, en concordancia con lo antes anotado, la

compensación económica solicitada, constituye de igual manera, un

mecanismo resarcitorio que opera en el ámbito familiar para subsanar

el desequilibrio patrimonial generado al interior de la familia

derivado de que uno de los cónyuges asumió determinadas cargas

domésticas y de cuidado en mayor medida que el otro.

Sin embargo, presenta diferentes características y persigue

distintos fines que la pensión alimenticia compensatoria, la cual no

sólo tiene como objeto reivindicar el trabajo doméstico y de cuidado,

sino que también busca satisfacer las necesidades inmediatas de

subsistencia de la persona acreedora; mientras que la otra, busca

resarcir el desequilibrio económico suscitado en los patrimonios de

ambos cónyuges con base en un criterio de justicia distributiva.

Entonces, se reitera, que la primera se materializa sobre los

ingresos líquidos del deudor, y la otra sobre los bienes adquiridos

durante la vigencia del concubinato, obtenidos con el trabajo

conjunto de la familia, como se desprende de las prestaciones

obrantes en el escrito de demanda.

Por lo que hace a la pensión compensatoria solicitada, toda vez

que esta plenamente acreditado en juicio que ***** ****** ****** falleció

el primero de agosto de dos mil veintiuno, con la copia certificada del

acta de defunción obrante a foja siete del tomo II, a la cual se le

concede pleno valor probatorio de conformidad con los artículos 37 del

Código Civil para el Estado, 322 y 323 del Código de Procedimientos

Civiles, no es posible decretar la procedencia de la misma, ya que,

como se anoto previamente, ésta se materializa sobre los ingresos

líquidos del deudor, entonces que con independencia, de si

corresponde o no, la fijación de la misma, no pueda llevarse a cabo su



ejecución en virtud de la muerte del demandado.

Ahora, para resolver en cuanto a la compensación

económica consistente en el 50% (cincuenta por ciento) de los bienes

adquiridos por ***** ****** ****** en la relación de concubinato,

debemos tomar en cuenta que ésta figura se compone de las

siguientes características:

1) Surge a partir de la asimetría económica en que se encuentra

uno de los cónyuges o concubinos, al momento de disolverse el

matrimonio o terminar el concubinato, que por no dedicar su tiempo al

desarrollo profesional, reportó ciertos costos de oportunidad en su

patrimonio;

2) Funge como mecanismo compensatorio reparador, no

sancionador;

3) Atiende a un derecho a la indemnización para resarcir el

perjuicio económico ocasionado;

4) Opera sobre los bienes, derechos o haberes adquiridos

durante el tiempo de duración del matrimonio o concubinato, periodo

en el que se dio la interacción de los dos tipos de trabajo, el del hogar

y el del mercado convencional;

5) Su finalidad no es igualar las masas patrimoniales;

6) Busca resarcir a la parte que se vio imposibilitada para crear

un patrimonio propio o lo hizo en una forma notablemente menor que

la otra. Esto es, remediar la asimetría en que se encuentran los

cónyuges al momento de disolverse el vínculo matrimonial o dar por

terminado el concubinato y corregir situaciones de enriquecimiento y

empobrecimiento injustos; y,

7) Pretende reivindicar el valor del trabajo doméstico y de

cuidado históricamente invisibilizado en nuestra sociedad, que ha sido

vinculado con la igualdad de derechos y de responsabilidades de los

cónyuges o concubinos, durante el matrimonio o concubinato y su

disolución/terminación.

Bajo esta tesitura, en el presente caso, tenemos que ***** *******

******** refiere en su demanda, esencialmente, que después del año



dos mil diez, cuando narra, sucedió la desaparición de ciertos artículos

de la casa que habitaban en concubinato, no volvieron a contratar a

ninguna persona que les ayudara en las labores del hogar,

manifestando que desde entonces ella se hizo cargo de lo relativo al

domicilio común, es decir, se desvivía por mantener la casa limpia

como al enjuiciado le gustaba, asimismo refiere que rechazó algunos

empleos ya que ***** ****** ****** le manifestaba que ella no

necesitaba trabajar mucho, que el la apoyaría económicamente para

que pudiera dedicarle tiempo a su relación.

Conforme al contenido del artículo 308 del Código Civil para el

Estado de Baja California, en su segundo párrafo, de lo narrado en su

escrito inicial se advierte que pretende señalar que se dedicó

preponderantemente al hogar y al cuidado de su pareja, entonces que,

la accionante goce de la presunción de necesitar alimentos, y por

analogía que exista una asimetría en su patrimonio; sin embargo, esta

presunción no es absoluta y queda desvirtuada con los hechos que

forman la litis y con las diversas actuaciones judiciales.

Es así, porque si atendemos el contenido de los elementos

constitutivos de la acción en estudio, tenemos que esencialmente se

base en la asimetría económica en que se encuentra uno de los

cónyuges o concubinos, al momento de disolverse el matrimonio o

terminar el concubinato, que por no dedicar su tiempo al desarrollo

profesional, reportó ciertos costos de oportunidad en su patrimonio,

entendiéndose éstos como, el conjunto de bienes y derechos

patrimoniales y económicos, que una de las partes dejó de obtener en

términos económicos o profesionales como consecuencia de haber

priorizado la familia, el hogar o el apoyo a la carrera del otro cónyuge.

Este elemento no está satisfecho porque de los recibos de

nomina exhibidos por la actora cuando presentó la demandada, se

desprende que la misma al momento de la terminación del

concubinato, es decir, en dos mil diecinueve, tenía un trabajo formal en

la empresa denominada "*** ************ ********* ** ****** **** ** ***.",

que le permitía cubrir sus necesidades, asimismo, se desprende que



entre dos mil quince y dos mil diecinueve (fechas de pago que indican

las nominas presentadas), la actora creció profesionalmente en su

ámbito laboral, ya que se aprecia un cambio de puesto así como un

incremento en sus percepciones, documentos que se valoran de

conformidad con los artículos 329, 330 y 411, y de lo que se obtiene

que ***** ******* ******** se desarrollo profesionalmente y que al

momento de la terminación del concubinato tenía ingresos suficientes

para satisfacer sus necesidades.

A lo que se suma, las confesiones expresas hechas por la

accionante en su escrito de demanda, la primera, respecto a que en el

dos mil diez, como los dos trabajaban "tenían una señora contratada

para que fuera a limpiar su casa", de igual manera narra que meses

después de noviembre de dicho años dejó de trabajar para ellos; la

segunda, en relación a que para el dos mil doce, ella contaba con dos

trabajos, dichos que constituyen una confesión judicial con pleno valor

probatorio por haberse expresado de forma libre, sin coacción, con

pleno conocimiento y por persona capaz de obligarse, en término de lo

previsto por los artículos 396, 400 y 402 del Código de Procedimientos

Civiles, de las que se obtiene que los primeros tres años de la relación

de concubinato la accionante de las partes se dedicaba

preponderantemente al hogar.

Asimismo, se le concede valor a los certificados de inscripción

exhibidos por la actora por conducto de su abogada patrono, que no

obstante, dichos documentos no acreditan la propiedad de los bienes

inmuebles ahí descritos, en el escrito mediante el cual los introduce al

juicio, se desprende la confesión expresa de que ***** ******* ********

los adquirió mediante crédito hipotecario, documentos y confesión que

se valoran de conformidad con los artículos 322, 323, 396, 400, 402 y

411 del Código de Procedimientos Civiles; lo anterior con

independencia de los gravámenes refiere tienen dichos inmuebles, ya

que estos atienden al medio de adquisición de los mismos, y de igual

manera reflejan la capacidad económica de la actora al obligarse a su

pago.



No escapa para quien resuelve que la actora manifestó

dedicarse al cuidado del hogar y de su concubino, así como que con

motivo de lo anterior rechazó oportunidades laborales, empero esa

manifestación aislada no es suficiente para decretar la procedencia de

la compensación solicitada, ya que de los medios de prueba valorados

en la presente resolución se obtuvo que ***** ******* ******** tuvo un

trabajo estable y bien remunerado durante toda la relación de

concubinato, y que no tuvo impedimento para continuar

desarrollándose profesionalmente, ascender y obtener mejores

ingresos y, derivado de ello, que la misma, actualmente cuenta con

patrimonio propio.

Por tanto, al haberse demostrado en el proceso que no existe un

desequilibrio económico o asimetría patrimonial entre las partes al

momento de la terminación del concubinato, así como que ***** *******

******** no se encontró imposibilitada para realizar actividades

económicamente remuneradas, y con base a ello cuenta con un

patrimonio propio, que le permite satisfacer sus necesidades y acceder

a un nivel de vida adecuado, lo conducente es declarar la

improcedencia de la acción.

Resulta aplicable la jurisprudencia 1a./J. 36/2024 (11a.), con

registro digital 2028357, pronunciada por la Primera Sala de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del

Semanario Judicial de la Federación, Libro 35, de Marzo de 2024,

Tomo III, página 2213, que se transcribe a continuación:

COMPENSACIÓN ECONÓMICA. FINALIDADES,
CARACTERÍSTICAS Y DIFERENCIAS CON LA
PENSIÓN ALIMENTICIA COMPENSATORIA.

Hechos: En un juicio de divorcio incausado, una
mujer demandó el pago de una compensación económica
(hasta por el 50% de los bienes habidos durante el
matrimonio) por haberse dedicado al hogar y a la crianza,
lo que implicó un costo de oportunidad en su desarrollo
personal y profesional, así como de una pensión
alimenticia compensatoria porque esa dedicación al trabajo
doméstico le impidió obtener ingresos que le permitieran



subsistir. Previa tramitación de dos juicios de amparo
directo, el tribunal de apelación fijó una pensión alimenticia
compensatoria a su favor, al tener por acreditado su estado
de necesidad, pero negó la procedencia de la
compensación económica porque en ese momento la
legislación civil de Veracruz no contemplaba esta figura. La
solicitante se inconformó con esta decisión en un juicio de
amparo y planteó que el artículo 162 del Código Civil para
el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, vigente hasta
el diez de junio de dos mil veinte, que contemplaba el pago
de una pensión para aquella cónyuge que necesitara los
alimentos al terminar el matrimonio, era inconstitucional por
no prever la compensación económica, a fin de que
pudiera establecerse también a su favor un porcentaje de
los bienes adquiridos durante el matrimonio para revertir
los costos de oportunidad que se generaron en su ámbito
personal y profesional. El Tribunal Colegiado le negó la
protección constitucional porque consideró que la norma
no se había aplicado en su perjuicio. Inconforme, la
quejosa interpuso un recurso de revisión en el que insistió
en la inconstitucionalidad de dicho precepto por vulnerar el
principio de igualdad entre cónyuges.

Criterio jurídico: La compensación económica
constituye un mecanismo resarcitorio que opera en el
ámbito familiar para subsanar el desequilibrio patrimonial
generado al interior de la familia derivado de que uno de
los cónyuges asumió determinadas cargas domésticas y
de cuidado en mayor medida que el otro. Sin embargo,
presenta diferentes características y persigue distintos
fines a otras figuras jurídicas creadas para proteger a los
miembros de la familia, como es la pensión alimenticia
compensatoria, la cual no sólo tiene como objeto
reivindicar el trabajo doméstico y de cuidado, sino que
también busca satisfacer las necesidades inmediatas de
subsistencia de la persona acreedora.

Justificación: La compensación económica se basa
en la función social y familiar de la propiedad sobre los
bienes de los cónyuges y su relación con las prestaciones
económicas consistentes en el trabajo del hogar y el
cuidado de los hijos e hijas, y tiene como finalidad resarcir
el desequilibrio económico suscitado en los patrimonios de
ambos cónyuges con base en un criterio de justicia
distributiva.

Este mecanismo compensatorio tiene las siguientes
características: 1) surge a partir de la asimetría económica
en que se encuentra uno de los cónyuges al momento de
disolverse el matrimonio, que por no dedicar su tiempo al
desarrollo profesional, reportó ciertos costos de



oportunidad en su patrimonio; 2) funge como mecanismo
compensatorio reparador, no sancionador; 3) atiende a un
derecho a la indemnización para resarcir el perjuicio
económico ocasionado; 4) opera sobre los bienes,
derechos o haberes adquiridos durante el tiempo de
duración del matrimonio, periodo en el que se dio la
interacción de los dos tipos de trabajo, el del hogar y el del
mercado convencional; 5) su finalidad no es igualar las
masas patrimoniales; 6) busca resarcir a la parte que se
vio imposibilitada para crear un patrimonio propio o lo hizo
en una forma notablemente menor que la otra. Esto es,
remediar la asimetría en que se encuentran los cónyuges
al momento de disolverse el vínculo matrimonial y corregir
situaciones de enriquecimiento y empobrecimiento
injustos; 7) pretende reivindicar el valor del trabajo
doméstico y de cuidado históricamente invisibilizado en
nuestra sociedad, que ha sido vinculado con la igualdad de
derechos y de responsabilidades de los cónyuges durante
el matrimonio y su disolución; y, 8) no aplica en la
disolución del matrimonio celebrado en sociedad conyugal.

Por ende, la compensación económica es una figura
distinta a la pensión alimenticia compensatoria porque si
bien ambas tienen como origen la disolución del vínculo
matrimonial, esta última tiene como objeto no sólo resarcir
los perjuicios que se le ocasionaron al cónyuge que se
dedicó al trabajo del hogar y de cuidado, sino también
satisfacer las necesidades básicas de subsistencia de la
persona acreedora, atendiendo a que se vio impedida para
desarrollarse profesionalmente y obtener ingresos que le
permitan subsistir. En ese sentido, la pensión alimenticia
compensatoria se otorga de forma periódica, temporal o
vitalicia, mientras que la compensación económica opera
sobre un porcentaje de los bienes adquiridos.

Por lo que hace a su prestación consistente en la desocupación

del inmueble ubicado en ******* **** *** *** ****** ** *** ***************

**** *** *** ** **** ******, por parte del demandado ***** ****** ****** en

virtud de los hechos de violencia que refiere, con la copia certificada

del acta de defunción del antes mencionado, previamente valorada, se

tuvo por acreditada la muerte de éste, y por consecuencia que sea

improcedente resolver sobre la citada prestación en los términos

solicitados.

Ahora, para resolver lo correspondiente a la prestación



consistente en el pago de la cantidad de $************ *** ******

********** *** ***** ****** ****** ********) por concepto de compensación

por daño moral por lo actos de violencia que sufrió ***** ******* ********

por parte de ***** ****** ****** en el transcurso de su relación de

concubinato, es necesario tomar en cuenta lo narrado por la actora en

su escrito inicial, así como los elementos de prueba que se

recolectaron en el desahogo del presente juicio.

Considerando que la demandada se identifica como una victima

de violencia física, psicología, patrimonial y sexual, narrando en

hechos que considera constituyen violencia familiar y por razón de

género, es necesario precisar que, al respecto, la Suprema Corte de

Justicia de la Nación, ha sostenido en múltiples precedentes, así como

en el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, emitido en

dos mil veinte, que la perspectiva de género es un método que debe

implementarse en todas las controversias judiciales.

Este método permite a las autoridades judiciales de nuestro país

identificar si en el caso sometido a su jurisdicción existe una situación

de violencia o de vulnerabilidad que por cuestiones de género impida

impartir justicia de manera completa e igualitaria. Lo que se busca con

la aplicación de la perspectiva de género es que las decisiones

judiciales no se tomen sobre la base de argumentos estereotipados e

indiferentes al derecho a la igualdad

Para lograr lo anterior, la Corte ha establecido que las personas

juzgadoras deben identificar si existen situaciones de poder que por

cuestiones de género demuestren un desequilibrio entre las partes de

la controversia; de igual forma, deben cuestionar los hechos y valorar

las pruebas desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a

fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por

condiciones de sexo o género.

Para lograr lo anterior, en la jurisprudencia 22/2016, de rubro:

“ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD.

ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”5 ,



la Primera Sala estableció la siguiente metodología que deben seguir

los operadores jurídicos al momento de aplicar la perspectiva de

género:

a) Identificar si existen situaciones de poder que por cuestiones

de género expliquen un desequilibrio entre las partes de la

controversia.

b) Cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando

estereotipos o prejuicios de género, a fin de visualizar las situaciones

de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género.

c) Ordenar las pruebas necesarias para visibilizar situaciones de

violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de género, en

caso de que el material probatorio no sea suficiente para aclararlas.

d) De detectarse la situación de desventaja por cuestiones de

género, cuestionar la neutralidad del derecho aplicable y evaluar el

impacto diferenciado de la solución propuesta para buscar una

resolución justa e igualitaria de acuerdo con el contexto de

desigualdad por condiciones de género.

e) Aplicar los estándares de derechos humanos de todas las

personas involucradas, especialmente de los niños y niñas.

f) Evitar el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios,

el cual deberá reemplazarse por un lenguaje incluyente.

El Alto Tribunal estableció que los elementos precisados en el

párrafo anterior no son pasos secuenciales por seguir, son cuestiones

mínimas que las personas operadoras jurídicas deben tener en cuenta

para estar en condiciones de identificar los impactos diferenciados que

puede producir la categoría del género en el litigio. Dichos elementos

no están dispuestos para ser revisados o descartados uno a uno de

manera consecutiva, pues tienen relevancia en diferentes momentos

del análisis de una controversia, por ejemplo, previo al estudio del

fondo, en el análisis de la cuestión litigiosa o de manera general

durante todo el proceso de elaboración de la sentencia.

Además, conforme al artículo 2, de la Convención Sobre la

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer



(CEDAW, por sus siglas en inglés), el Estado debe adoptar todas las

medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o

derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan

discriminación en contra de la mujer. Ello quiere decir que el Estado

está obligado a eliminar todas las barreras físicas, económicas,

culturales, o lingüísticas, que obstaculizan o impiden el acceso a la

justicia de las mujeres en un plano de igualdad con los hombres.

Con base en las consideraciones anteriores, la Primera Sala

reitera la importancia de que la perspectiva de género se aplique en

las controversias judiciales —aun cuando las partes no lo soliciten—

pues ello permite que la impartición de justicia de manera completa e

igualitaria no se vea obstaculizada por situaciones de violencia o de

vulnerabilidad generadas por normas, usos y prácticas que

aparentemente son neutras, pero que en su aplicación generan un

menoscabo en los derechos de las personas por una sola razón: el

género.

Resulta aplicable la tesis 1a. CLX/2015 (10a.), sostenida por la

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,

Décima Época, Libro 18, Tomo I, mayo de 2015, página 431, de rubro

y texto siguientes:

“DERECHO DE LA MUJER A UNA VIDA LIBRE DE
DISCRIMINACIÓN Y VIOLENCIA. LAS AUTORIDADES
SE ENCUENTRAN OBLIGADAS A ADOPTAR MEDIDAS
INTEGRALES CON PERSPECTIVA DE GÉNERO PARA
CUMPLIR CON LA DEBIDA DILIGENCIA EN SU
ACTUACIÓN.

El derecho de la mujer a una vida libre de
discriminación y de violencia se traduce en la obligación de
toda autoridad de actuar con perspectiva de género, lo cual
pretende combatir argumentos estereotipados e
indiferentes para el pleno y efectivo ejercicio del derecho a
la igualdad. De conformidad con el artículo 1o.
constitucional y el parámetro de regularidad constitucional,
la obligación de todas las autoridades de actuar con la
debida diligencia adquiere una connotación especial en
casos de violencia contra las mujeres. En dichos casos, el
deber de investigar efectivamente tiene alcances



adicionales. En los casos de violencia contra las mujeres,
las autoridades estatales deben adoptar medidas
integrales con perspectiva de género para cumplir con la
debida diligencia. Estas medidas incluyen un adecuado
marco jurídico de protección, una aplicación efectiva del
mismo, así como políticas de prevención y prácticas para
actuar eficazmente ante las denuncias. Incumplir con esa
obligación desde los órganos investigadores y los
impartidores de justicia puede condicionar el acceso a la
justicia de las mujeres por invisibilizar su situación
particular.”

En relación con la obligación de la impartición de justicia con

perspectiva de género, es aplicable la tesis P. XX/2015 (10a.) del

Pleno del Más Alto Tribunal Nacional, Décima Época, consultable en la

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 22, Tomo I,

septiembre de 2015, que enseguida se inserta:

“IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE
GÉNERO. OBLIGACIONES QUE DEBE CUMPLIR EL
ESTADO MEXICANO EN LA MATERIA.

El reconocimiento de los derechos de la mujer a una
vida libre de violencia y discriminación y de acceso a la
justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los
órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con
perspectiva de género, que constituye un método que
pretende detectar y eliminar todas las barreras y
obstáculos que discriminan a las personas por condición
de sexo o género, es decir, implica juzgar considerando las
situaciones de desventaja que, por cuestiones de género,
discriminan e impiden la igualdad. De ahí que los
juzgadores deben cuestionar los estereotipos
preconcebidos en la legislación respecto de las funciones
de uno u otro género, así como actuar con neutralidad en
la aplicación de la norma jurídica en cada situación, toda
vez que el Estado debe velar por que en toda controversia
jurisdiccional, donde se advierta una situación de violencia,
discriminación o vulnerabilidad por razones de género,
ésta se tome en cuenta, a fin de visualizar claramente la
problemática y garantizar el acceso a la justicia de forma
efectiva e igualitaria. Así, la obligación de impartir justicia
con perspectiva de género debe operar como regla
general, y enfatizarse en aquellos casos donde se esté
ante grupos de especial vulnerabilidad, como mujeres y
niñas indígenas, por lo que el juzgador debe determinar la
operabilidad del derecho conforme a los preceptos
fundamentales consagrados tanto en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, como en los
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano
sea parte, procurando en todo momento que los



paradigmas imperantes de discriminación por razón de
género no tengan una injerencia negativa en la impartición
de justicia; por el contrario, atendiendo precisamente a
tales prejuicios o estereotipos, el juzgador debe considerar
las situaciones de desventaja que tienen las mujeres,
sobre todo cuando es factible que existan factores que
potencialicen su discriminación, como lo pueden ser las
condiciones de pobreza y barreras culturales y
lingüísticas”.

En el presente caso, ***** ******* ******** solicita se condene a

***** ****** ****** al pago del monto antes mencionado, por el cúmulo

de actos ilícitos que realizó éste en su contra, los cuales refiere fueron

la violencia física, psicología y sexual ejercida contra ella,

humillaciones, menoscabo y desvalorización como mujer, entre otras.

De igual manera, solicita que a dicha cantidad sea sumado todas

y cada una de las percepciones que la actora dejó de percibir, debido

a que ***** ****** ****** la obligó a no exigir la indemnización que le

correspondía por su despido de la empresa ******** *** ********* *** **

***., así como, los ingresos que hubiese percibido de no haber

rechazado los oportunidades laborales que tuvo, a petición del

demandado.

En primer término, con las periciales en psicologías ofrecidas y

desahogadas a cargo de ***** ******* ********, a los que se les concede

valor probatorio conforme al artículo 413 del Código de

Procedimientos Civiles, al haberse emitido por expertos en la ciencia

de la psicología adscritos a una autoridad en el ejercicio de sus

funciones, se concluye que la misma fue víctima de violencia por razón

de género e intrafamiliar, ya que los resultados de ambos estudios,

realizados y ratificados por las peritos designadas por cada una de las

partes, autorizadas por el Consejo de la Judicatura en materia de

psicólogas ***** ***** ******* * *** ****** ******* *******, fueron

coincidentes en los siguientes puntos.

1) Que ***** ******* ******** presenta afectación psicología en

relación con lo hechos de violencia acontecidos durante su relación de



concubinato con ***** ****** ******.

2) Que los resultados de las pruebas realizadas arrojaron que

***** ******* ******** presenta lesiones psíquicas y secuelas

emocionales derivado de la violencia intrafamiliar sufrida.

3) Que a raíz de sus vivencias violentas actualmente presenta

los trastornos, como lo son: depresión severa, ansiedad generalizada

y estrés postraumático.

4) Se concluye que ***** ******* ******** requiere tratamiento, a

largo plazo, consistente en atención psicológica o psiquiátrica, con el

objetivo de que retome su equilibrio psicológico, su salud mental, su

funcionalidad, su vida familiar y profesional de la mejor manera.

Con base a lo anterior, toda vez que la prueba pericial en

psicología resulta la idónea como prueba directa, ya que al tratarse del

estado psicológico actual de las personas víctimas de violencia, puede

ayudar a concluir si deriva de actos violentos, como ocurre en el

presente asunto, y por lo cual se estima procedente una

indemnización por concepto de daño moral a favor de ***** *******

******** y a cargo del demandado, a través de la sucesión a bienes del

mismo.

Sin que dentro de este concepto deba ser tomado, lo refiero por

la actora, respecto a las percepciones e ingresos que dejó de percibir

en los términos que indica; ya que si bien, en el juicio quedó

demostrado que al momento de terminar su relación laboral con la

empresa ******** *** ********* *** ** ***., recibió una liquidación menor a

la que por ley le correspondía, no se encuentra acreditó que el

causante de dicha evento haya sido ***** ****** ******.

Así es, debe puntualizarse que la primera testigo ofrecida para

acreditar el hecho en mención, manifestó que tuvo conocimiento de lo

sucedido por que la actora se lo contó, y la segunda, fue omisa en

precisar como le constó que la situación ocurrió de tal manera, es

decir, si fue testigo en el momento en que su pareja (el demando), le

solicitó a la actora que firmará dicha renuncia voluntaria y renunciara a

la liquidación que le correspondía. Lo cual no permite establecer una



nexo causal entre lo sucedido y el demandado como se reclama.

Asimismo, respecto a lo que refiere de los empleos que rechazó

a solicitud del demandado y por los cuales dejó de obtener ingresos,

no quedó demostrada en autos tal situación, sino, de los probanzas

desahogadas en juicio y valoradas en la presente resolución se

advierte que ***** ******* ******** se desarrollo en su vida profesional en

el tiempo que duró su relación de concubinato con ***** ****** ******,

por lo que no se estima procedente incluir en dicha indemnización los

montos que refiere por dicho concepto.

Entonces, considerando que, la conceptualización del daño

moral centra su objeto y contenido en los intereses no

patrimoniales o espirituales que pueden verse afectados.

Así, las angustias, las aflicciones, las humillaciones, el

padecimiento o el dolor constituyen daños a la moral en tanto son

afectaciones a intereses no patrimoniales. En ese sentido, una vez

acreditados los elementos que configuran la responsabilidad civil por

violencia intrafamiliar, como acontece en el presente, deben repararse

económicamente los morales que generó, y debe subsanarse en la

medida de lo posible y de acuerdo con el derecho a una justa

indemnización.

Si bien, la traducción de la reparación económica derivada del

daño moral, es más compleja que la derivada del daño patrimonial,

esto debido a que, resulta particularmente difícil establecer los

parámetros que deberán tomarse en cuenta a la hora de fijar el

quántum de la reparación, existen determinados factores para

cuantificar la indemnización económica derivada del daño moral por la

violencia sufrida, de los que esta autoridad puede apoyarse, éstos son:

i) el tipo de derecho o interés lesionado, ii) el nivel de gravedad del

daño, iii) los gastos devengados o por devengar derivados del daño

moral, iv) el grado de responsabilidad del responsable, y v) la

capacidad económica de este último.



Lo anterior encuentra sustento, en la tesis 1a. CCCXL/2018

(10a.)

con número de registro digital 2018873, pronunciada por la Primera

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 61, de

Diciembre de 2018, Tomo I, página 474, que a continuación se

transcribe:

VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. DEBEN REPARARSE
ECONÓMICAMENTE TANTO LOS DAÑOS
PATRIMONIALES COMO LOS MORALES QUE
GENERÓ.

Un hecho ilícito puede generar tanto afectaciones
patrimoniales como extrapatrimoniales. El daño
patrimonial consiste en todas las pérdidas económicas
efectivamente sufridas y los desembolsos realizados en
atención al daño. También incluye los perjuicios o el lucro
cesante, entendidos como los beneficios que el afectado
hubiera recibido de no haber resentido el hecho ilícito. Así,
el daño patrimonial puede tener consecuencias presentes
y futuras. Por su parte, el daño moral se determina por el
carácter extra-patrimonial de la afectación; la cual puede
tratarse de la lesión a un derecho o a un simple bien o
interés de carácter no pecuniario. Es decir, la
conceptualización del daño moral centra su objeto y
contenido en los intereses no patrimoniales o espirituales
que pueden verse afectados. Así, las angustias, las
aflicciones, las humillaciones, el padecimiento o el dolor
constituyen daños a la moral en tanto son afectaciones a
intereses no patrimoniales. En ese sentido, una vez
acreditados los elementos que configuran la
responsabilidad civil por violencia intrafamiliar, deben
repararse económicamente tanto los daños patrimoniales,
como los morales que generó, pues ambos tienen
consecuencias en el afectado, y deben subsanarse en la
medida de lo posible y de acuerdo con el derecho a una
justa indemnización.

En cuanto a los factores a considerar, se obtiene de la tesis 1a.

XIV/2019 (10a.) con número de registro 2019288, emitida de igual

manera por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la

Federación, Libro 63, de Febrero de 2019, Tomo I, página 724, que a

la letra dice:



VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. PARÁMETROS PARA
CALCULAR EL MONTO DE INDEMNIZACIÓN QUE
CORRESPONDE POR EL DAÑO MORAL QUE GENERÓ.
Los daños morales derivados de la violencia doméstica
son indemnizables económicamente. La traducción de la
reparación económica derivada del daño moral, es más
compleja que la derivada del daño patrimonial. En efecto,
resulta particularmente difícil establecer los parámetros
que deberán tomarse en cuenta a la hora de fijar el
quántum de la reparación. Su determinación oscila entre el
margen de discrecionalidad que debe tener el juzgador
para ponderar todos aquellos elementos subjetivos que
intervienen en la calificación del daño, sus consecuencias
y en lo que efectivamente debe ser compensado; y la
arbitrariedad que puede generarse al momento de fijar
dicha reparación sin explicitar los elementos que conducen
al juzgador a arribar a dicha conclusión. No obstante,
existen factores para cuantificar la indemnización
económica derivada del daño moral por violencia familiar,
éstos son: i) el tipo de derecho o interés lesionado, ii) el
nivel de gravedad del daño, iii) los gastos devengados o
por devengar derivados del daño moral, iv) el grado de
responsabilidad del responsable, y v) la capacidad
económica de este último.

En concordancia con lo aquí expuesto, se determina procedente

el pago de una indemnización por concepto de daño moral a favor de

***** ******* ********, en los términos que se fijen en la etapa de

ejecución de sentencia del presente juicio, a fin de contar con todos

los elementos necesarios para resolver lo que mayor beneficie a la

actora en su calidad de victima, y para que se garantice de mejor

manera la reparación del daño sufrido a raíz de los hechos acreditados

en autos.

Por último, se da cuenta con las demás pruebas ofrecidas y

desahogadas; habiendo ofrecido el demandado la prueba confesional

y testimonial, misma que fue desahogada en audiencia de veintisiete

de febrero de dos mil veinticuatro, las cuales se valoran de

conformidad con los artículos 396, 400, 402 y 413 del Código de

Procedimientos Civiles, precisando que de la información arrojada en

dichas pruebas, no se advierte circunstancia que aporte mayor

beneficio que los razonamientos expuestos con anterioridad; así como

tampoco lo hace la prueba pericial de valuación de inmueble,



instrumentos notariales, facturas de gastos médicos, recibos de

compras, con independencia del valor probatorio que se les pudiera

conceder.

Asimismo, se da cuenta de los argumentos vertidos por *****

****** ****** al momento de contestar la demandada, respecto a que, a

***** ******* ******** no le asiste la razón ni el derecho a solicitar el

pago de una pensión compensatoria y compensación económica, sin

que los mismos tengan mayor beneficio, en virtud de la improcedencia

anotada.

En cuanto las pruebas Instrumental de actuaciones y

presuncional en su doble aspecto ofrecidas, para resolver sobre este

particular, medios probatorios que se han configurado con el cúmulo

de

actuaciones e instrumentos públicos y privados que han sido

agregados al expediente, los cuales arrojan las presunciones legales y

fácticas que sirven de apoyo para fundamentar y motivar plenamente

las consideraciones finales que en el presente fallo se expresan para

resolver la controversia planteada ante este órgano jurisdiccional,

probanzas que son valoradas en atención a lo dispuesto por los

artículos 407 y 415 del Código de Procedimientos Civiles.

Tiene apoyo la anterior determinación en el criterio sustentado

por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito en el amparo directo

número 590/94, consultable en el Semanario Judicial de la Federación.

Octava Época. Tribunales Colegiados de Circuito. Tomo XV. Enero de

1995. Página 291,que a la letra puntualiza:

PRUEBAS INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES Y
PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA. NO TIENEN VIDA
PROPIA LAS. Las pruebas instrumental de actuaciones y
la presuncional legal y humana, prácticamente no tienen
desahogo, es decir que no tienen vida propia, pues no es
más que el nombre que en la práctica se ha dado a la
totalidad de las pruebas recabadas en el juicio, por lo que
respecta a la primera y por lo que corresponde a la
segunda, ésta se deriva de las mismas pruebas que
existen en las constancias de autos.



Por último, deberá tomarse en cuenta lo resuelto por la Primera

Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado, mediante resolución

de veintiocho de mayo de dos mil veinticuatro en los autos del toca

civil 684/2024, que modificó el auto de veintinueve de noviembre de

dos mil veintitrés, respecto a las pruebas consistentes en fotografías y

disco magnético, desechadas por violación de derechos de terceras

personas no involucradas en el presente juicio, por cual se ordena

que una vez cause ejecutoria la presente sentencia se destruyan

las mismas, en atención a lo ahí resuelto.

En mérito de lo expuesto, con fundamento en los artículos 322

fracciones II, IV, VI, 323, 328, 330, 351, 405, 407, 413, 414, 878, 883 y

884 del Código de Procedimientos Civiles, es de resolverse y se:

RESUELVE:

PRIMERO. Este Juzgado es legalmente competente para

conocer del juicio en términos del considerando primero de la presente

resolución.

SEGUNDO. Ha sido procedente la vía promovida por ***** *******

********.

TERCERO. Se declaran parcialmente procedentes las acciones

intentadas por ***** ******* ******** en contra de ***** ****** ******.

CUARTO. Consecuentemente, se tiene acreditado el

concubinato entre ***** ******* ******** y ***** ****** ****** desde el año

dos mil nueve hasta el once de enero de dos mil diecinueve.

QUINTO. Se declara improcedente la acción intenta por *****

******* ******** en contra de ***** ****** ****** consistente en la fijación

de una pensión compensatoria de alimentos de al menos el 30%

del sueldo y demás prestaciones del demandado, de conformidad con

lo expuesto en la parte considerativa de la presente resolución.



SEXTO. Se declara improcedente la acción intenta por *****

******* ******** en contra de ***** ****** ****** consistente en el pago de

una compensación económica que comprenda el 50% de todos lo

bienes adquiridos por ***** ****** ****** durante la relación de

concubinato, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa

de la presente resolución.

SÉPTIMO. Se declara improcedente la acción intenta por *****

******* ******** en contra de ***** ****** ****** consistente en la

desocupación del inmueble ubicado en ******* **** *** *** ****** ** ***

*************** **** *** *** ** **** ******, por parte de ***** ****** ****** en

virtud de los hechos de violencia que refiere en su escrito, en virtud de

la muerte del mismo.

OCTAVO. Se declara procedente la acción intentada por *****

******* ******** en contra de ***** ****** ******, consistente en el pago

de una indemnización por concepto de daño moral a favor de *****

******* ******** y a cargo del demandado, a través de la sucesión a

bienes del mismo; en los términos que se establezcan en la etapa de

ejecución de sentencia.

NOVENO. Una vez cause ejecutoria la presente sentencia se

deberán destruir las pruebas consistentes en fotografías y disco

magnético, desechadas mediante auto de veintinueve de noviembre

de dos mil veintitrés, modificado por resolución de veintiocho de mayo

de dos mil veinticuatro emitida por la Primera Sala del Tribunal

Superior de Justicia del Estado en los autos del toca civil 684/2024, en

atención a lo ahí resuelto.

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE. Así lo resolvió y firma

electrónicamente el Juez Tercero de lo Familiar, RAÚL LUIS

MARTÍNEZ, ante la Secretaria de Acuerdos, GABRIELA RADA

BALLESTEROS, que autoriza y da fe, con fundamento en los artículos

1 fracción I, III, 2, 3 fracción I, II, XIX, XX, XXV, XXX, 4 fracción I, II, 11,

12, 13, del Reglamento para el Uso del Expediente Electrónico y la

Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial del Estado de Baja



CALIFORNIA.

EXPEDIENTE NÚMERO *********

ACTUARIO

En el número ___________ del Boletín Judicial, de

___________ se hizo la publicación de Ley. En __________ a las

doce horas, surtió efectos la notificación de lo anterior, publicada en el

número ___________ del Boletín Judicial de _____________.


